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Extracto

El derecho a un proceso sin dilaciones indebidas, como repetidamente ha señaldo el Tribunal 
Constitucional, es un derecho ordenado al proceso, y por tanto solo puede manifestarse en su seno. 
Esto ha llevado a plantearse si puede vulnerarse este derecho en el seno de los expedientes de juris-
dicción voluntaria, y especialmente en la conciliación y las diligencias preliminares, por entenderse, 
por parte de la doctrina, como actor preparatorio del proceso pero no como proceso en sí mismo.
Se hace especialmente referencia a la STC 155/2011 que viene a trazar una estrecha línea entre ambos 
actos de jurisdicción voluntaria, siendo aún más relevante, a efectos de este artículo, la tesis sostenida 
por el voto particual a esa sentencia en cuanto a la vulneración de los derechos regulados en el ar-
tículo 24 de la CE en estos procesos, cuando la parte puede acudir a la vía contenciosa.
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1.  INTRODUCCIÓN

El derecho a un proceso sin dilaciones indebidas es un derecho ordenado al proceso1, o de con-
tenido procesal2, y que por tanto no puede manifestarse fuera de un procedimiento judicial3.

La Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC) regula las fases preparatorias del proceso civil que,  
como su propio nombre indica, sirven para preparar el proceso, o en palabras de Gimeno Sendra, 
«actos procesales que el futuro demandante puede realizar con anterioridad a la iniciación del proce-
so civil»4, si bien ello no implica que no estemos en esa fase inmersos en otro proceso judicial, como 
ya declaró la Audiencia Provincial de Toledo5, aunque sea preparatorio del que finalmente se quiera 
interponer, y por ello afecta también a la celeridad que tal procedimiento, no menos importante que 
el que se intenta preparar6, debe conllevar. 

Especial trascendencia tiene esta fase en el ámbito del derecho que ahora estudiamos, pues si con 
toda seguridad el proceso que se está preparando sufrirá de los retrasos habituales, y se tramitará en 
unos plazos superiores a los que la propia LEC prevé para ellos, si el mismo retraso se aplica a la fase 
previa, la dilación estaría más que consumada. Otra cuestión es si la dilación se consumaría tenien-
do en cuenta cada uno de los procesos, esto es, el de la fase previa y el que finalmente se interponga, 
por separado, o habría que acumular ambos procesos para apreciar la supuesta dilación. O incluso 
podríamos preguntarnos, si se produce una dilación en la fase previa y posteriormente en el proce-
so definitivo, ¿estaríamos ante dos dilaciones o ante una sola por la vinculación de ambos procesos?

La fase previa al proceso es, a nuestro juicio, independiente, pues, aunque preparatoria, no ase-
gura la definitiva interposición del que se pretende preparar, consta de varios actos que, aun por se-
parado, pueden llegar a ser un palo más en las ruedas del proceso civil.

1	 SSTC 5/1985, FF. JJ. tercero y sexto; 133/1988, FJ tercero y 381/1993 FJ segundo.
2	 Rodés Mateu, A.: «Consideraciones constitucionales sobre el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas», Revista 

Catalana de Derecho Público, núm. 33, noviembre 2006, pag. 13.
3	 Alonso Herrera, G.: «El derecho a un proceso sin dilaciones indebidas. La atenuante prevista en el artículo 21.6.º del 

Código Penal», Revista Jurídica de Canarias.
4	 Gimeno Sendra, V.: Derecho Procesal Civil I. El proceso de declaración. Parte General, 5.ª edición, Colex, 2014, pág. 297.
5	 La Audiencia Provincial de Toledo, Auto de fecha de 26 de septiembre de 2005: «Las diligencias preliminares son un pro-

cedimiento preparatorio de otro proceso, con el que está en directa relación...».
6	 Álvarez Alarcón, A.: Las diligencias preliminares del proceso civil, J. M. Bosch Editor, 1997. «Toda una completa 

batería de actuaciones previas a la demanda, y no por ello menos procesales ni, en ocasiones, menos importantes que al-
gunos de los actos posteriores a la demanda».
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Procede, por tanto, hacer un inicial acercamiento jurídico a estos actos preparatorios, para, con 
posterioridad, ver la influencia que los mismos pueden tener en la duración del proceso o la presen-
cia de violaciones del derecho a un proceso sin dilaciones indebidas en su seno.

2.  EL ACTO DE CONCILIACIÓN

Uno de estos actos es el acto de conciliación civil, haciendo referencia a la preprocesal7, que 
desde su configuración en la Ley 34/1984, de 6 de agosto, de reforma urgente de la Ley de Enjui-
ciamiento Civil, se presentaba como un acto facultativo de solución de conflictos, previo a la vía 
judicial, a diferencia del acto de conciliación en la vía jurisdiccional social que resulta preceptivo, 
carácter potestativo que sigue manteniendo con la nueva Ley de Jurisdicción Voluntaria8, que ha su-
puesto una actualización y traslación de lo hasta ahora previsto en la LEC de 18819, aunque se otor-
gan nuevas materias que eran objeto de procedimiento judicial10.

Si bien los supuestos de su utilización y su diferencia con las diligencias preliminares estaban 
perfectamente definidos, la STC 155/201111, vino a cambiar los esquemas en los que se asentaba este 
medio intrajudicial de solución de conflictos, cuyo objeto es alcanzar un acuerdo autocompositivo 

7	 Montero Aroca, J.: Derecho Jurisdiccional II, proceso civil, 17.ª edición, Valencia, 2009, pág. 148. Afirma el autor que 
la distinción entre una y otra se basa en el tiempo en relación con la litispendencia, si la conciliación se realiza antes de 
la litispendencia será preventiva, tendiendo a evitar el proceso y si se realiza después, tendiendo a terminar el proceso ya 
comenzado, en esta caso estaremos ante la conciliación intrajudicial.

8	 Ley 15/2015, de 2 de julio, de Jurisdicción Voluntaria (BOE n.º 158, de 3 de julio de 2015), artículo 139.1, «Se podrá in-
tentar la conciliación con arreglo a las previsiones de este Título para alcanzar un acuerdo con el fin de evitar un pleito». 

9	 López García de la Serrana, J.: «¿Qué cambios supone la nueva Ley de Jurisdicción Voluntaria de 2 de julio de 2015?»: 
Por último, en el Título IX (arts. 139 a 148) se contiene el régimen jurídico del acto de conciliación de forma completa, 
trasladando y actualizando a esta ley lo hasta ahora establecido en la anterior Ley de Enjuiciamiento Civil, sin perjuicio 
de que, en ejercicio de su autonomía de la voluntad, las personas tengan la posibilidad de obtener acuerdos en aquellos 
asuntos de su interés de carácter disponible, a través de otros cauces, por su sola actuación o mediante la intervención de 
otros intermediarios u operadores jurídicos, como los notarios o registradores. http://www.hispacolex.com/blog/civil-mer-
cantil/nueva-ley-de-jurisdiccion-voluntaria-de-2-de-julio-de-2015/.

10	 Benayas Redondo, M. A.: «Análisis de la nueva Ley de Jurisdicción Voluntaria y del nuevo procedimiento de concilia-
ción»: El procediendo de conciliación judicial no cambia en exceso respecto a la norma de la antigua LEC de 1881 se es-
taba aplicando. La nueva Ley 15/2015, si le otorga a este procediendo materias nuevas que hasta ahora eran objeto de ir 
por vía judicial, como cuestiones relativas a las materias de sociedades (impugnación de acuerdos sociales, nombramien-
to de liquidador, convocatoria de Junta General de Accionistas, entre otras), abarcando también materias relativas a dere-
chos de la persona (como cuestiones del derecho al honor o el ejercicio de derecho de rectificación previa a una querella 
por injurias), siguen estando dentro de las materias susceptibles de conciliación previa que evite la judicialización de una 
cuestión que mediante este instrumento tenía como finalidad evitar (art. 139 Ley 15/2015). http://www.economistjurist.
es/articulo-derecho-civil-penal-mercantil-laboral-fiscal-procesal-publico-privado-administrativo-internacional/analisis-
de-la-nueva-ley-de-jurisdiccion-voluntaria-y-del-nuevo-procedimiento-de-conciliacion/.

11	 STC 155/2011, Sala Segunda, de 17 de octubre de 2011.
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entre los futuros litigantes que evite la iniciación del pleito12. Este cambio de rumbo se basa en la 
creciente necesidad de introducir medios alternativos, ya sean judiciales o extrajudiciales, que eviten 
y mitiguen la excesiva carga de trabajo a que se ven sometidos los órganos judiciales. 

La referida resolución se dicta en un recurso de amparo interpuesto contra la inadmisión a trámite 
de una solicitud de conciliación, en el que además de intentar una avenencia respecto de una indem-
nización por daños y perjuicios, solicitaba la exhibición de determinados documentos, inadmisión 
fundamentada por el juzgado por entender que lo solicitado se encuadraba dentro de las diligencias 
preliminares, y no en un expediente de conciliación. La resolución del juzgado fue confirmada por la 
Audiencia Provincial13 por idénticos motivos, si bien añadía que «la pretensión deducida nada tiene 
que ver con la admisión o no de una demanda o una papeleta de conciliación, cuando la misma no 
respeta los ámbitos procesales diseñados por el legislador para su ejercicio o se desentiende de los 
mecanismos o vías legales que la parte trata de burlar en fraude de Ley para evitar las consecuen-
cias, efectos y requisitos que para esa determinada pretensión arbitra la norma procesal», y añade, 
en relación a los datos solicitados en la demanda, que «tales datos que convierten el aparente acto de 
conciliación en un requerimiento tiene su cauce específico en las diligencias preliminares a las que 
emplaza la resolución recurrida al apelante. Esa normativa específica que regula además las posibi-
lidades de defensa, oposición y efectos que corresponde a una y otra parte según las vicisitudes que 
acontezcan en su tramitación, términos bien diferentes (arts. 457 a 262 LEC) a las normas de la con-
ciliación, cuya utilización, además le permite burlar el ofrecimiento y prestación de caución, a pre-
texto, como se señala en el recurso, de buscar una avenencia por reconocimiento de responsabilidad 
que sin desvelar, siquiera, el alcance indemnizatorio pretendía solo podría conseguir el sorprender a 
la parte causando indefensión». 

Con tales razonamientos la Audiencia Provincial confirma la resolución del Juzgado de Primera 
Instancia por entender que, pese a la petición de avenencia, con los datos interesados, lo que real-
mente pretende el solicitante es preparar un futuro juicio, pretensión que tiene encaje en las diligen-
cias preliminares y no en el acto de conciliación que se interpone, criterio que, por otra parte, venía 
siendo generalmente aplicado por todos los juzgados y tribunales, entendiendo el tribunal que con el 
cauce utilizado se pretendía evitar las consecuencias que hubieran operado de haberse acudido a las 
diligencias preliminares, utilizando la conciliación en fraude de ley.

En respuesta a lo anterior, el Tribunal Constitucional entendió que si bien la solicitud de datos 
y documentación son propias de las diligencias preliminares, poniendo estas en relación con la últi-
ma petición, avenirse a pagar una indemnización, la solicitud documental se convierte en datos o 
informaciones útiles para el éxito del acto de conciliación, teniendo en cuenta además que conforme 
a lo previsto en el artículo 471 de la LEC, el demandado puede aportar documentos en dicho acto a 
fin de fundar sus excepciones. Entiende igualmente el tribunal que el juzgado, en vez de inadmitir 
la demanda y vulnerar con ello el principio pro actione y el derecho a la tutela judicial efectiva, 

12	 Gimeno Sendra, V.: Derecho Procesal Civil. I. El proceso de declaración. Parte General, 5.ª edición, Colex, 2014, pág. 316.
13	 AAP de Granada n.º 61/2009, Sección Tercera, de 30 de abril de 2009.
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que también reconoce para los actos de jurisdicción voluntaria, no sin discrepancias como luego 
veremos, pudo haber admitido parcialmente la petición propia del acto de conciliación o haber re-
querido al solicitante, a fin de que concretara la solicitud conciliatoria, en vez de proceder a una 
admisión total de la demanda14. 

Los criterios establecidos por el Alto Tribunal en orden a la admisión de los recursos de amparo 
o de declaración del referido derecho fundamental constituyen una aplicación rigorista y formalista, 
con gran desproporción si tenemos en cuenta que la general inadmisión por falta de requisitos for-
males impide, no solo el ejercicio del derecho a la tutela judicial efectiva sino que, por derivación, 
también de aquellos otros derechos que se pretenden hacer valer en el recurso, derechos fundamen-
tales reconocidos en nuestra Carta Magna. Sin embargo, no parece que el Tribunal Constitucional 
esté dispuesto a aplicarse su propia doctrina.

De la sentencia del Tribunal Constitucional pueden extraerse varias conclusiones. La primera de 
ellas es la importancia que el intérprete constitucional da al acto de conciliación y la forma en que quie-
re potenciarlo como medio de solución judicial de conflictos, medidas alternativas tan reclamadas re-
cientemente como parte de la solución al retraso judicial, y a la que se aferran desde todos los sectores, 
incluida la Unión Europea según las conclusiones de la CEPEJ. De hecho, algunos eminentes autores 
como Magro Servet15, abogan por reformas legales tendentes a hacer preceptivas las vías de solución de 
conflictos, ya sean judiciales o extrajudiciales, como la conciliación, propuesta a la que nos sumamos.

Continuando con el estudio de la referida sentencia, se extrae también de ella otra reflexión, a 
nuestro juicio interesante, sobre todo si la ponemos en relación con el voto particular emitido en la 
misma por el magistrado Luis Ignacio Ojeda Álvarez. Se centra la discrepancia en si la inadmisión 
de la demanda de conciliación supone una vulneración del artículo 24 de la Constitution Española, 
sobre todo cuando, como en este caso, la inadmisión evitó la interrupción de la prescripción que hu-

14	 Antes de continuar, no podemos resistirnos, aún a riesgo de desviarnos del objeto de debate, a hacer un breve comentario 
sobre los razonamientos que aplica la sentencia del Tribunal Constitucional respecto a las inadmisiones de las demandas 
civiles y si tales decisiones están presididas por excesivos rigorismos y formalismos que la hacen desproporcionada y, 
por tanto, vulneradora del artículo 24 de la CE. No puede más que sorprender con qué contundencia aplica esta doctrina, 
que compartimos absolutamente, cuando la decisión de inadmisión es adoptada por otros jueces y tribunales, y, sin em-
bargo, la suaviza de forma extremada en su aplicación a los recursos de amparo. Analizada la resolución de inadmisión, 
no parece que sus fundamentos sean más rigoristas y formalistas que los establecidos por el Tribunal Constitucional para 
la admisión de los recursos de amparo, o para el reconocimiento o declaración de la vulneración del derecho a un proceso 
sin dilaciones indebidas. El motivo de inadmisión de la resolución tanto del Juzgado de Primera Instancia como de la Au-
diencia Provincial parte de una interpretación integradora de los preceptos que regulan tanto las diligencias preliminares 
como el acto de conciliación, interpretación que ha sido seguida de forma casi unánime por todos los órganos jurisdiccio-
nales, aunque ello no sea garantía de acierto. 

15	 Magro Servet, V.: «Admisibilidad de la vía de la conciliación judicial para requerir a una persona que comparezca a un 
acto judicial para aportar documentos como vía de evitar el litigio», Práctica de Tribunales, n.º 90, Sección Jurispruden-
cia del Tribunal Constitucional, febrero 2012, La Ley. Expone en este artículo el autor, la necesidad de que las partes en 
conflicto, no puedan, deban sentarse y debatir, incluso con sus letrados, sus diferentes puntos de vista con objeto de en-
contrar la solución amistosa que resuelva sus diferencias.
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biese operado si se hubiera admitido a trámite, y que llevó a que el solicitante en la conciliación per-
diera la oportunidad de ejercitar la acción de reclamación por responsabilidad extracontractual por 
haber transcurrido el plazo para su ejercicio en el momento de dictarse la resolución que rechazaba 
su tramitación. Nos parece fundamental los razonamientos respecto de la vulneración del artículo 24 
de la CE en el caso de este expediente, pues su eventual consolidación podría afectar a otros derechos 
fundamentales de carácter procesal, como el que estudiamos. Pero vayamos por partes.

Defiende el tribunal, como ya lo había hecho en resoluciones anteriores16, la aplicación de los 
derechos del artículo 24 de la CE17 en los procedimientos de jurisdicción voluntaria, tanto si se atiende 
a su carácter tutelador del derecho fundamental como a su naturaleza propia de actividad de juris-
dicción voluntaria, concluyendo con el reconocimiento a favor del justiciable que usa este cauce de 
su derecho de acceso a la jurisdicción18. Sin embargo, el voto particular parte de la idea de que no 
puede entenderse que el artículo 24 de la CE imponga un derecho de naturaleza constitucional a todos 
los procedimientos cuando esos derechos quedan a salvo con la posibilidad de las partes de acudir 
a los tribunales de justicia. Dicho de otro modo y aplicado al supuesto concreto, no cabe entender 
vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva por inadmisión del expediente de jurisdicción vol-
untaria cuando la parte tenía la posibilidad de hacer valer y reclamar sus derechos por interposición 
de la demanda contenciosa, porque esta garantía se había venido aplicando respecto de las resolu-
ciones que ponían fin a un proceso impidiendo un ulterior planteamiento de la pretensión. Tampoco 
cabe, según el voto particular, por el hecho de no haberse podido beneficiar la parte del efecto inter-
ruptivo de la prescripción por la inadmisión del expediente, pues este es un hecho solo imputable a 
la propia parte, que pudo haber desistido de la conciliación y haber presentado la demanda conten-
ciosa. Por ello, concluye19 que la demanda debió ser inadmitida por ausencia de lesión del derecho 
garantizado en el artículo 24 de la CE.

16	 En expediente de consignación de rentas (STC 18/2006, de 30 de enero, FF. JJ. 2 y 3 –art. 24.2 CE –); de exhibición de 
contabilidad de una empresa (STC 162/2006, de 22 de mayo, FF. JJ. 6 y 7 –art. 24.1 CE–); y de aceptación o repudio de 
una herencia (STC 61/2010, de 18 de octubre, FF. JJ. 2 y 3 –art. 24.1 CE–). 

17	 Véase que la sentencia, FJ 3.º, se refiere en plural a los derechos del artículo 24 de la CE, entre los que se encuentra el dere-
cho a un proceso sin dilaciones indebidas (art. 24.2), por lo que los razonamientos sobre su aplicación a este tipo de proce-
sos dentro de la jurisdicción voluntaria, afectaría también a la interpretación que se diera de la aplicación del derecho a un 
proceso sin dilaciones indebidas en dicha jurisdicción, que aunque por el momento el Tribunal Constitucional se muestra 
favorable a su aplicación, el voto particular parece defender otras posiciones contrarias a la misma, lo que de extenderse, 
podría desproteger a la jurisdicción voluntaria ante cualquier violación de los derechos fundamentales de carácter procesal.

18	 STC 155/2011, FJ 3.º. «En definitiva, tanto si se atiende al carácter tutelador de la actividad judicial que se presta en la 
conciliación preprocesal, como a su naturaleza propia de actividad de jurisdicción voluntaria para la que este tribunal ha 
reconocido los derechos procesales del artículo 24 de la CE, nada obsta a que se le dispense el mismo trato a dicha conci-
liación, lo que se traduce, específicamente y en lo que aquí importa, en el reconocimiento para el justiciable que hace uso 
de este cauce, del derecho de acceso a la jurisdicción».

19	 Voto particular STC 155/2011, del magistrado Luis Ignacio Ortega Álvarez. «En definitiva, en mi opinión, el objeto del 
amparo nunca debería haber consistido en analizar si las resoluciones judiciales dictadas en un procedimiento de conci-
liación, como las ahora impugnadas, son rigoristas, formalistas o desproporcionadas, ya que aunque merecieran tales ca-
lificativos, en nada perjudicarían el derecho de la parte –que ha intentado la conciliación– a plantear la correspondiente 
demanda contenciosa. En conclusión, la demanda debió ser inadmitida por ausencia de lesión del derecho alegado ya que 

"Todos los derechos reservados. Cualquier forma de reproducción, distribución, comunicación pública o transformación de esta obra solo puede ser realizada con la autorización del Centro de Estudios 
Financieros, CEF, salvo excepción prevista por la ley.  Diríjase a CEDRO (Centro Español de Derechos Reprográficos,  www.cedro.org)  si necesita fotocopiar o escanear algún fragmento de esta obra 
(www.conlicencia.com; 91 702 19 70 / 93 272 04 47)".

http://www.civil-mercantil.com
http://www.cef.es


www.civil-mercantil.com	 Másteres Cursos Oposiciones Editorial	 Barcelona Madrid Valencia

7 	 Civil Mercantil
Sumario │

Partiendo de esta idea, y dado que la referencia se hace al artículo 24 de la CE, aunque luego 
se refiere expresamente al acceso a la jurisdicción, podríamos entender que la tesis defendida por 
el voto particular se centra en los expedientes de jurisdicción voluntaria, y dentro de ella a aquellos 
cuyo ejercicio no impida a la parte hacer valer sus derechos por medio de un procedimiento conten-
cioso, y cuya resolución final no cercene ese ulterior planteamiento. Siendo así, se estaría aceptando 
que el expediente de conciliación, por continuar con el caso que analiza tanto la sentencia del Tri-
bunal Constitucional como el voto particular, podría alargarse en el tiempo o incluso paralizarse sin 
posibilidad de vulneración del derecho a un proceso sin dilaciones indebidas porque, adaptando el 
razonamiento, no se trata de un expediente obligatorio ni que implique una resolución final del ór-
gano judicial, cuando tampoco impide su reclamación por la vía contenciosa. Aunque, desde otro 
prisma, supondría la paralización indefinida del plazo de prescripción. 

La tesis anterior no puede ser compartida, por lo menos en nuestra opinión, pues ello supondría 
dar un nuevo contenido al derecho inédito hasta el momento y una nueva injerencia en el ámbito del 
poder legislativo. Además, creemos que resulta irrelevante el hecho de que el proceso que se siga, 
sea o no voluntario, haya o no contradicción, tenga o no los efectos de cosa juzgada, y ello porque la 
Constitución formula el derecho a que el proceso se tramite sin dilaciones indebidas, o como diría la 
Convención de Roma, a que sea oído en un plazo razonable, pero cuando habla de proceso ha de in-
terpretarse de forma extensiva, como resulta exigible cuando tal interpretación se refiere a un derecho 
fundamental. Es más, si el derecho está ordenado al proceso, precisamente por la presencia del sus-
tantivo, por lo que se excluye a los procedimientos administrativos al no considerarlos procesos in-
cardinados en la jurisdicción, no cabe limitarlo cuando nos referimos a la jurisdicción voluntaria, 
por ser procesos los expedientes que ante ella se siguen, si bien podría cuestionarse tal afirmación 
respecto a los actos de jurisdicción voluntaria cuya tramitación se atribuye por la nueva ley a los no-
tarios y registradores, que sin duda alguna no ejercen jurisdicción. 

Con base en lo expuesto, cabría plantearse si el retraso en un expediente de jurisdicción vol-
untaria puede ser constitutivo de violación del derecho a un proceso sin dilaciones indebidas, cuan-
do la parte tiene la posibilidad de desistir del mismo y plantear la demanda contenciosa. En nuestra 
opinión, y dado que el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas está precisamente ordenado al 
proceso, puede ser violado en el seno de un expediente de jurisdicción voluntaria, concretamente en 
el acto de conciliación, ya que el hecho de que el solicitante tenga la opción de acudir a la vía con-
tenciosa, no impide la vulneración pues se trata de una opción y no de una obligación, que sí tiene 
el órgano jurisdiccional de tramitar el expediente en un plazo razonable.

En cuanto a los plazos establecidos por la nueva ley para la admisión a trámite del expediente de 
consignación, más realista que la anterior20, pasa de uno a cinco días, estableciendo que la celebración 

solo la falta de diligencia de la parte recurrente dejando prescribir su acción le ha ocasionado el prejuicio que imputa a las 
resoluciones judiciales recurridas».

20	 Castellanos Llauger, E.: «La Ley de Jurisdicción Voluntaria. La Conciliación», julio de 2015, https://www.anzi-
zubarbaLópez.com/Documentos/02%20-%20EDITADO%20-%20LA%20LEY%20DE%20JUSRISDICCION%20VO-
LUNTARIA.pdf
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del acto no podrá demorarse más de diez días desde su admisión21, mandato que tiene una gran in-
cidencia en la dilación del acto. Así, y en relación con la legislación anterior, si bien se amplían los 
plazos, esta ampliación no compromete el cumplimiento del derecho a un proceso sin dilaciones in-
debidas pues la misma resulta, como ya se dijo, más realista, dado el improbable cumplimiento de 
la admisión de la solicitud en un día, y aunque prevé un plazo de cinco días para la celebración del 
acto, exige que se haga en un plazo máximo de diez, que de ser cumplido, acabaría con la excesiva 
demora a la que hasta ahora se veían sometidos estos expedientes. Puede decirse, por tanto, que la 
norma resulta más acorde con la escasa complejidad de la conciliación, otorgando unos plazos más 
razonables y más orientados a su cumplimiento. 

Pese a todo, lo cierto es que la conciliación es un medio cada vez más reclamado como forma 
de solución de conflictos debido a la excesiva carga de litigiosidad que pesa sobre los órganos judi-
ciales22, y su importancia para evitar las dilaciones indebidas es considerable, pues si se fomentan 
estos medios de solución no contenciosos, sería menor el número de asuntos que se tendrían que 
tramitar en los juzgados, lo que redundaría en un menor plazo de resolución de los mismos y en una 
menor vulneración del derecho, lo que motiva una potenciación de la conciliación, ya sea preproc-
esal, e incluso la intraprocesal, para terminar liberar la carga judicial, en espacial en el orden civil23, 
y poder resolver el resto de los litigios en un plazo razonable.

3.  LAS DILIGENCIAS PRELIMINARES

Pero las exposiciones anteriores no solo afectan a este acto preparatorio del proceso civil, el acto 
de conciliación, sino, como hemos visto, también a las diligencias preliminares, que como acto de pos-
tulación de actos instructorios o de aseguramiento de prueba24, tienen por objeto que el futuro deman-
dante obtenga los datos necesarios sin los cuales no podría interponer la reclamación que pretende. 
Están regidas por el criterio de necesidad por ser el único cauce que tiene la parte para obtener los datos 

21	 Artículo 142. Admisión, señalamiento y citación. 

1.	 El Secretario judicial o Juez de Paz, en los cinco días hábiles siguientes a aquel en que se presente la solicitud, dictará 
resolución sobre su admisión y citará a los interesados, señalando el día y hora en que haya de tener lugar el acto de 
conciliación. 

2.	 Entre la citación y el acto de conciliación deberán mediar al menos cinco días. En ningún caso podrá demorarse la ce-
lebración del acto de conciliación más de diez días desde la admisión de la solicitud. 

22	 Magro Servet, V.: «Admisibilidad de la vía de la conciliación judicial para requerir a una persona que comparezca a un 
acto judicial para aportar documentos como vía de evitar el litigio», Práctica de Tribunales, n.º 90, Sección Jurisprudencia 
del Tribunal Constitucional, febrero 2012, La Ley, 160/2012.

23	 Según «Informe de órganos que sobrepasan el 150% de la carga de trabajo», del Servicio de Inspección del Consejo General 
del Poder Judicial, de Septiembre de 2014, referido a 2013, en Canarias, un 84,11 % de los Juzgados de Primera Instancia 
superan los indicadores establecidos en más de un 150 %, y en la media nacional, el porcentaje de estos juzgados que lo 
superan asciende al 95,65 %. https://www.poderjudicial.es.

24	 Gimeno Sendra, V.: Derecho Procesal Civil. I. El proceso de declaración. Parte General, 5.ª edición, Colex, 2014, pág. 297.
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que necesita para poder interponer su demanda, solicitando la intervención del Juez de Primera Instan-
cia para la obtención de los mismos. Así, en este acto preparatorio los datos que pretende obtener por 
medio de las diligencias preliminares son necesarios e imprescindibles para el ejercicio de la acción, 
que no es posible de otro modo precisamente por la necesidad del dato que mediante las diligencias 
preliminares pretende obtener, que condiciona su admisión, y que de no ser necesario no se justificaría 
la utilización de este expediente cuando la disponibilidad probatoria que otorga a las partes el artícu-
lo 217 de la LEC, permite su proposición en el seno del proceso que definitivamente se interponga. 

Las diligencias preliminares que regula la vigente LEC (arts. 256 y ss.) se refieren a aquellos 
hechos, elementos o datos que es necesario conocer o tener para iniciar correctamente un proceso, 
facilitar su desarrollo o asegurar la eficacia de la sentencia que en su día se dicte. Como señala Gi-
meno Sendra25, tienen un carácter tasado, solo pueden pedirse y decretarse las diligencias previstas 
expresamente en la ley. No podemos olvidar que las diligencias preliminares constituyen una facul-
tad atribuida exclusivamente a quien se proponga demandar con el objeto de obtener los datos nece-
sarios para facilitar un proceso posterior –averiguación de datos relevantes para la determinación de 
la legitimación pasiva, esto es, lo que trata de averiguar el solicitante es a quien tiene que demandar, 
determinación de la capacidad y legitimación activa o respecto del objeto del proceso–, condicionar 
su existencia o, en su caso, asegurar la eficacia de la sentencia que en su día haya de dictarse. 

Las únicas diligencias que pueden solicitarse son aquellas que permiten preparar el proceso y 
son las que aparecen listadas en la LEC o en leyes especiales, efecto propio de un sistema de numerus 
clausus. Es decir, solamente pueden solicitarse como diligencias preliminares las listadas en el ar-
tículo 256.1 de la LEC, y en el caso de documentos solo autoriza como tales alguna de las previstas 
expresamente en ella (la exhibición de determinados documentos sucesorios –art. 256.1.3.º–, relati-
vos a una sociedad o comunidad de bienes –art. 256.1.4.º–, o el contrato de seguro –art. 256.1.5.º–), 
y fuera de los supuestos contemplados en el citado precepto han de ser rechazadas, como exigencia 
derivada del principio de seguridad jurídica, evitándose que puedan utilizarse con fines diversos a 
los legalmente establecidos. Este es el motivo por el que el solicitante ha de expresar necesariamente 
la medida o medidas objeto de su petición con referencia circunstanciada al asunto objeto del juicio 
que se quiera preparar (art. 256.2) y la persona frente a la que se dirige, la cual ha de coincidir con 
aquella contra la que se vaya a presentar la demanda, ya que los terceros, con carácter general, no 
están obligados a soportar este tipo de actuaciones. 

Cabe reproducir respecto de las diligencias preliminares los razonamientos expuestos para el 
acto de conciliación y en especial los referidos a la STC 155/2011 y su voto particular, en cuanto a 
la posibilidad de vulnerar, ahora en las diligencias preliminares, los derechos reconocidos en el ar-
tículo 24 de la CE. No obstante, ha de resaltarse una  diferencia con el expediente de conciliación. Al 

25	 Gimeno Sendra, V.: Derecho Procesal Civil. I. El proceso de declaración. Parte General, 5.ª edición, Colex, 2014, pág. 
299, «... puede afirmarse el carácter tasado de las diligencias preliminares, aunque compatible con una interpretación 
flexible de cada una de sus clases, para comprender cuantas situaciones puedan integrarse en los distintos números del 
precepto (el art. 256), acordes con la finalidad que la inspira de preparación de un proceso o evitación, en muchos casos, 
de su interposición.
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margen de la posibilidad de utilización de uno u otro tras la anterior doctrina constitucional, cuando 
lo que se pretenda es intentar una conciliación y preparar el juicio para el caso de que no haya ave-
nencia, la principal diferencia radica en la voluntariedad de su utilización. 

El acto de conciliación, refiriéndonos siempre a la preprocesal26, no es exigible para el ejercicio 
de la acción civil, por lo que su utilización viene generalmente motivada por un intento de la parte 
solicitante de llegar a un acuerdo y evitar la vía judicial, con cuya interposición pone de manifiesto al 
demandado su firme intención de acudir a la vía contenciosa, como aliciente para llegar a un acuer-
do y evitar la casi segura acción judicial27. Sin embargo, las diligencias preliminares, al margen de 
su cada vez más indebido uso, sí resultan necesarias para el ejercicio de la acción que se pretende, 
siendo esta necesidad su nota característica sin la cual deben ser rechazadas. Por ello, y pese a que 
la redacción del voto particular parece extender sus razonamientos a todos los actos de jurisdicción 
voluntaria, consideramos que no resultaría aplicable en este caso, pues la necesidad de acudir a esta 
vía impide, o por lo menos dificulta, caso de no obtener la información a que se contrae, el ejercicio 
de la acción principal, por lo que en este caso una eventual inadmisión sí vulneraría el derecho al 
acceso a la jurisdicción dada la imposibilidad de interponer la correspondiente demanda por carecer 
de la información necesaria para ello. 

En cuanto a su repercusión en las dilaciones indebidas, la duración de la tramitación de las di-
ligencias preliminares excede de lo que sería deseable y compromete el ejercicio de la acción que se 
pretende interponer en un plazo razonable. Asistiríamos así a dos dilaciones, por un lado la que se pro-
duciría en las propias diligencias hasta que las mismas finalicen, y sin las cuales no podría interponerse 
el pretendido procedimiento y por tanto alargarían su iniciación, y por otro las que se producirían en 
el procedimiento una vez interpuesto. Cabe decir por tanto que la diligente tramitación de las mismas 
resulta fundamental para que no se vulnere el derecho fundamental, ya que si se prolonga su tramita-
ción indirectamente se está prolongando el inicio del principal. Por ello, resulta necesario, como en 
todos los casos, el cumplimiento estricto de unos plazos, aunque como incansablemente ha repetido 
el Tribunal Constitucional, el incumplimiento de los plazos procesales no supone la vulneración del 
derecho a un proceso sin dilaciones indebida, ya que la Constitución no reconoce el derecho al cum-
plimiento de los mismos, no existiendo por ello una constitucionalización de los plazos procesales.

26	 Montero Aroca, J.: Derecho Jurisdiccional II, proceso civil, 17.ª edición, Valencia, 2009, op. cit.
27	 Avilés Navarro, M.: La conciliación civil preprocesal, pág. 9, http://www.cej-mjusticia.es/cej_dode/doc_users/pdf/

nueva_oficina_judicial/mediacion_y_conciliacion/conciliacion_preprocesal.pdf
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